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EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO 

 

  

FRANCISCO DOMINGUEZ LLERANDI et 

al., 

 

            Peticionarios en Certificación 

v. 

 
HON. WANDA VÁZQUEZ GARCED, 

Gobernadora de Puerto Rico, en su capacidad 

oficial; ESTADO LIBRE ASOCIADO DE 

PUERTO RICO (ELA); Hon. Dennise Longo 

Quiñones, Secretaria de Justicia, en 

representación del ELA de Puerto Rico y su 

Gobernadora Wanda Vázquez Garced,  

 

 Recurridos 

 

CASO NÚM: CT-2020-0008 

 

CASO TPI NUM: SJ2020CV03093 

 

SALA 904 

 

SOBRE:  

SENTENCIA DECLARATORIA- 

VIOLACIÓN DERECHOS 

FUNDAMENTALES; DETERMINACIÓN 

DE INCONSTITUCIONALIDAD DE 

ÓRDENES EJECUTIVAS SOBRE TOQUE 

DE QUEDA Y CIERRE DE COMERCIOS; 

ENTREDICHO PROVISIONAL, 

INTERDICTO PRELIMINAR Y 

PERMANENTE 

 

 

MOCION DE RECONSIDERACION DE RESOLUCION DE 2 DE JULIO DE 2020 

 

AL HONORABLE TRIBUNAL SUPREMO: 

 

COMPARECE la parte Peticionaria, por conducto de la representación legal que suscribe, 

y muy respetuosamente EXPONE, ALEGA Y SOLICITA: 

I. INTRODUCCION 

El pasado 29 de junio, la parte Peticionaria solicitó, por vía de Certificación 

intrajurisdiccional, que este Honorable Foro atendiera la pregunta que requería definir el alcance 

del poder Ejecutivo a vulnerar, por más de cuatro (4) meses, los derechos constitucionales de los 

demandantes por conducto de Órdenes Ejecutivas y tras la declaración de un estado de emergencia 

nacional, sin antes acudir y recibir el aval de la Rama Legislativa, y sin que se haya legislado o 

reglamentado los parámetros, criterios, y circunstancias específicas en las que se pueden imponer 

medidas de restricción como estas y la duración de las mismas.  

Conforme explicáramos in extenso, esta controversia es una que le corresponde resolver al 

Honorable Tribunal Supremo como intérprete final de la Constitución pues las cuestiones 

planteadas son de alto interés público. Regla 52.2 (d) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V.   

Véase Torres Montalvo v. Gobernador ELA, 194 DPR 760 (2016).  

Es de todos conocida la situación que se está viviendo en Puerto Rico relacionada al virus 

del SARS-COV-2, y la enfermedad relacionada del COVID-19. Lo que muchos no saben o 

entienden es que este virus no es de significancia en términos epidemiológicos, en comparación 

con lo que año tras años vivimos en Puerto Rico, con la influencia, el dengue, y la neumonía. Esto 

no quiere decir que no sea un virus serio, o que no se deba mantener la vigilancia y medidas 
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sanitarias adecuadas. Lo que si es necesario entender es que para la temporada 2018-2019, en 

Puerto Rico hubo unos cincuenta y dos mil (52,000) casos reportados de influenza, por lo que 

estadísticamente el número de casos reales puede haber sido de dos (2) a tres (3) veces la cantidad 

reportada. Véase Apéndice al Escrito de Reconsideración a la Pág. 1-4. La INFLUENZA en niños 

y jóvenes ha sido de mayor impacto de lo que representa hoy el COVID-19, según las estadísticas 

mundiales respecto a hospitalizaciones y fallecimientos. De igual forma, los niños y jóvenes no 

son los vectores de mayor riesgo para el contagio o propagación en la comunidad. 

Lamentablemente, aun siendo los menos susceptibles, han sido los más que se han afectado con la 

toma de decisiones de la Honorable Gobernadora.  El rezago académico de los estudiantes no solo 

se ha afectado por la situación actual, sino que ha sido impactado por eventos anteriores como el 

paso del Huracán María y la Orden de cierre de escuelas luego de los terremotos en el Suroeste.  

  Este Honorable Foro no puede permitir que gobernador alguno, y en particular la persona 

que actualmente ocupa el cargo quien carece de las calificaciones y conocimiento necesario, pueda 

pretender controlar el futuro académico de nuestros hijos, y mucho más, negarle su derecho 

constitucional a la educación.  

El Departamento de Salud cuenta con un Reglamento 7380 (2007) aprobado luego de la 

pandemia del SARS, el cual se suponía, entre otros asuntos, rigiera los procesos ante la existencia 

de un virus declarado como pandémico, así como una guía, el cual ha sido ignorado por nuestro 

Gobierno. A diferencia de lo que requiere el Reglamento 7380, actualmente se está tratando a la 

población entera como presuntos contagiados. En oposición a las guías establecidas, se han cerrado 

todas las escuelas, aun cuando no se ha reportado ni un solo caso positivo en la mayoría de éstas.1 

Esto, en contravención a lo que establece el Reglamento y las Guías. No son tiempos para tomar 

medidas experimentales ante una situación que no es distinta a la presencia de otros virus en 

nuestra sociedad. Es tiempo de enfocarnos en la salubridad, en los buenos hábitos alimenticios, y 

en mejores estilos de vida. La literatura científica publicada indica que las personas con 

comorbilidades específicas como la obesidad, la diabetes tipo II, la hipertensión arterial, son de 

mayor riesgo, cuando se combina en individuos de más de 70 años, pero no es la norma en nuestros 

niños y jóvenes.  

                                                      
1 Véase Apéndice D – Intervenciones No Farmacológicas, a las págs.  9-12 . 
http://www.salud.gov.pr/Documents/Ap%C3%A9ndice%20D%20-
%20Intervenciones%20no%20Farmacologicas.pdf  

http://www.salud.gov.pr/Documents/Ap%C3%A9ndice%20D%20-%20Intervenciones%20no%20Farmacologicas.pdf
http://www.salud.gov.pr/Documents/Ap%C3%A9ndice%20D%20-%20Intervenciones%20no%20Farmacologicas.pdf
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Bastante se conoce ya de la enfermedad y se han identificado tratamientos con éxito en 

caso de que un contagiado advenga a la enfermedad. Nuestro sistema de salud pública y privado 

no tiene ni representa problemas con la cantidad de pacientes recibidos. No podemos dejar que la 

histeria mediática rija nuestra forma de actuar y nuestras vidas, y que continuemos tomando 

decisiones con repercusiones mucho más profunda que lo que se discute en público, y que a su vez 

nuestro Sistema de Justicia se autolimite en atender o evaluar las reclamaciones de ilegalidad por 

las acciones del Gobierno. 

II. DISCUSION DE DERECHO 

La nueva orden ejecutiva OE 2020-048, al igual que las órdenes anteriores, constituye una 

actuación ultra vires de la Gobernadora pues extiende por sexta vez- un toque de queda ilegal e 

implementado sin existir poder delegado en ley para hacerlo.  La más reciente Orden extiende el 

toque de queda hasta el 22 de julio, para un total de 129 días, aunque podría extenderse 

nuevamente si este Honorable Tribunal no interviene según solicitado.  Aunque el horario del 

toque de queda se ha modificado desde su implementación, lo cierto es que perpetúa las 

restricciones a las libertades individuales de los demandantes según protegidas por nuestra 

Constitución, tales como la libertad de movimiento, el derecho a la intimidad; el derecho a la 

protección de la vida privada y familiar; el derecho de asociación; el derecho a la libertad de 

reunión; la prohibición contra registros y allanamientos injustificados; el derecho al uso y disfrute 

de la propiedad privada y al debido proceso de ley.  Según se ha planteado, en la alternativa, y aún 

en el supuesto de que la Gobernadora tuviera facultad delegada en ley para disponer un toque de 

queda, lo cual negamos, el Gobierno, además, falla en proveer evidencia conducente a probar que 

en Puerto Rico el toque de queda es la medida más efectiva y la estrictamente necesaria y que el 

inhibir los derechos de los demandantes está justificado en la seguridad y en el mejor interés de la 

ciudadanía.2   

El Gobierno de Puerto Rico y la Gobernadora sostienen que la controversia no es justiciable 

y que este Honorable Tribunal no tiene facultad para intervenir con el poder del Ejecutivo a emitir 

las Órdenes Ejecutivas que se estimen convenientes en función de un alegado poder de razón del 

Estado para salvaguardar la salud y vida de los ciudadanos. Por los fundamentos que a 

                                                      
2 Tanto la Gobernadora como el Secretario de Salud han señalado públicamente que a base de sus propias estadísticas, el 

coronavirus “está bajo control” en Puerto Rico, que el pico de contagios fue en marzo, que hay amplia disponibilidad de camas y 

ventiladores en los hospitales del país, que la tasa de letalidad es de las más bajas en el mundo y que el Task Force Médico tiene 

ahora un rol pasivo.   



4 

 

continuación expondremos, resulta evidente que este Honorable Tribunal debe reconsiderar su 

decisión del 2 de julio y certificar la pregunta presentada. 

 

En la petición de Certificación se solicita que este Honorable Tribunal acoja el recurso 

presentado como Certificación, ya que es una controversia en su origen de derecho, que afecta al 

cien por ciento de los puertorriqueños, y se extiende a todos los aspectos sociales, culturales, 

económicos, educativos, y de salud, razones por demás de la importancia de que intervengan. 

Además, este tribunal, con toda certeza tendrá ante sí la controversia planteada 

independientemente si el TPI resolviera con lugar la Demanda o la Desestimara. 

El Gobierno ha alegado ante el TPI que nadie en el país tiene legitimación activa para 

cuestionar unas Órdenes Ejecutivas nulas que violan derechos fundamentales. El Departamento de 

Justicia ha alegado que se trata de una mera queja, inconformidad, desagrado o desacuerdo de los 

demandantes es menospreciar los derechos civiles de los ciudadanos. Es evidente que este Foro 

tiene el deber de intervenir pues es imposible ignorar las restricciones impuestas, cuando no existe 

un mecanismo legal para imponerlas. Respetuosamente sostenemos que este Honorable Tribunal 

tiene un mandato constitucional de atender esta pregunta pues sino le damos un golpe a la 

democracia y nos convertimos en esclavos del abuso de poder.   

Es necesario enfatizar que esta controversia no trata de una cuestión política. En esta acción 

no se solicita que este Ilustre Foro sustituya el criterio de la Gobernadora por el del Tribunal. 

Independientemente de que los demandantes y el Tribunal estén de acuerdo en la adecuacidad de 

las medidas tomadas, lo que se plantea es una cuestión estrictamente de Derecho. Se ha 

demostrado que hace menos de tres (3) años cuando se trató de legislar para darle autoridad al 

Poder Ejecutivo para emitir toques de queda mediante orden ejecutiva, el intento fue rechazado 

claramente por el Poder Legislativo.   

 

Debemos enfatizar que de igual forma es importante que este Tribunal Supremo intervenga 

y se exprese sobre la forma en que se han querido utilizar las órdenes ejecutivas, las cuales deben 

estar limitadas a las facultades delegadas por la Constitución. Los peticionarios entienden que no 

debe haber controversia en que  la facultad para emitir una orden ejecutiva en particular debe estar 

explícitamente apoyada en la Constitución o leyes aprobadas por el poder legislativo.  Las órdenes 

ejecutivas no le permiten al gobernador legislar, ya que esto es prerrogativa de la Asamblea 

Legislativa.  Además, las órdenes ejecutivas no pueden ser contrarias a las leyes vigentes. 
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Rodríguez Ramos v. ELA, 190 D.P.R. 448 (2014) y Otero de Ramos v. Secretario de Hacienda, 

156 D.P.R. 876 (2002).  

Existe jurisprudencia que establece los límites de las órdenes ejecutivas para evitar que este 

instrumento jurídico deforme el sistema republicano de gobierno de pesos y contrapesos, en un 

sistema unipersonal, dictatorial o monárquico. En dichos casos se ha establecido que en los casos 

que existe duda sobre la legitimidad de una orden ejecutiva, se utiliza el escrutinio de si la 

acción del Poder Ejecutivo emana de una autoridad expresa o inherente de la Constitución 

o de la autoridad legislativa. En ausencia de una autorización constitucional o legislativa, las 

órdenes ejecutivas no tienen fuerza de ley.  Hndez, Romero v. Policía de Puerto Rico, 177 D.P.R. 

121, (2009); Domínguez Castro et.al. v. ELA I, 178 D.P.R. 1 (2010). Véase, En este caso, resulta 

evidente que no se ha aprobado legislación que expresamente delegue al Gobernador(a) el poder 

cuasi-legislativo de imponer toque de queda mediante orden ejecutiva ni mucho menos existe 

legislación que establezca claramente los principios inteligibles que guíen el ejercicio de ese poder.  

 Contrario a lo que insiste establecer la Gobernadora, la Ley que crea el Departamento de 

Seguridad Pública, Ley Núm. 20 de 2017, según enmendada, no le confiere poder a la Gobernadora 

para decretar toques de queda mediante órdenes ejecutivas. La Ley de Seguridad Pública 

claramente excluye al Departamento de Salud dentro del andamiaje de la nueva agencia que la 

propia ley crea.  De hecho, la Ley Núm. 20 se aprobó el 10 de abril de 2017, cinco (5) meses antes 

de que nos impactara el Huracán María, el 20 de septiembre de ese mismo año.  Para atender los 

resultados catastróficos del huracán, el Gobernador de entonces quiso establecer un toque de queda 

a nivel nacional mediante orden ejecutiva. Por ello, entendió necesario presentar a la Asamblea 

Legislativa un Proyecto de Ley que buscaba darle la autoridad para hacerlo.  Note el Tribunal que 

para esta fecha ya la Ley de Seguridad Pública, en la que ampara la Gobernadora su poder de 

acción, estaba vigente pero aún así la legislación propuesta fue rechazada por la Asamblea 

Legislativa. 

Tal vez, en reconocimiento de lo anterior, en octubre de 2017, el propio gobierno presentó 

a la Asamblea Legislativa un Proyecto de Ley que buscaba dotar al Gobernador con la autoridad 

discrecional expresa para “establecer un toque de queda, su horario, duración y sus exclusiones”. 

No obstante, esta propuesta de legislación fue rechazada por ambas cámaras legislativas. Más 

aún, una comisión legislativa encargada de analizar el proyecto produjo un informe que llegaba al 

punto de afirmar lo siguiente: 
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el “poder otorgado al Gobernador nos resulta en un lenguaje 

demasiado amplio y no menciona situaciones específicas en las 

cuales se puede establecer un Toque de Queda, dejando dicho 

poder a discreción del Gobernador únicamente creando así un 

gobernante con poderes casi ilimitados”. 

 

En nuestra jurisdicción, la Asamblea Legislativa no ha aprobado legislación alguna que 

delegue facultad en el Poder Ejecutivo para decretar toques de queda. Tampoco existe 

jurisprudencia del Tribunal Supremo que examine el tema. Ahora bien, lo que si ha hecho este 

Ilustre Foro es establecer, de manera contundente, que cuando una rama de gobierno pretende 

ejercer facultades que le han sido claramente conferidas a otra rama, ese acto constituye una 

intromisión que afecta indebidamente la separación de poderes ordenada por la Constitución. 

Véanse Banco Popular v. Corte, 63 DPR 66 (1944), Vélez Ruiz v. E.L.A., 111 D.P.R. 752 (1981) 

y Noriega v. Hernández Colón, supra.  “No importa el grado de legitimidad de la preocupación 

que se pretende atender, o que el motivo del ente reglamentador haya sido uno laudable; ello 

no es suficiente para sostener la constitucionalidad de una norma que violenta la Doctrina de 

Separación de Poderes”, subraya el Tribunal Supremo en Misión Industrial v. Junta de 

Planificación, 146 DPR 64, 113 (1998).   

 Por lo tanto, resulta claro que desde el 2017, la Asamblea Legislativa ha rechazado 

expresamente concederle facultad al Ejecutivo para imponer toques de queda mediante 

orden ejecutiva y que la Ley de Seguridad Pública no confiere poder al Ejecutivo para decretar 

un toque de queda de aplicación general, y mucho menos autoriza al Ejecutivo a intervenir en 

asuntos relacionados con una epidemia. Por tratarse del ejercicio de poderes cuasi-legislativos, 

para que el Ejecutivo pueda ejercerlos, deben indentificarse claramente por la ley que los 

delega.  Como bien hemos discutido, y de una revisión desapasionada de la Ley de Seguridad 

Pública, la imposición de toques de queda, no está dentro de los poderes y facultades que 

contempla dicha Ley. Los demandantes no pretenden que el Gobierno se abstenga de tomar 

medidas, lo que se pretende con la certificación de esta pregunta es que el Gobierno tome aquellas 

medidas que válidamente existan dentro del marco legal conforme a las leyes y reglamentos 

establecidos y aprobados por la Rama Legislativa.   

La Ley Orgánica del Departamento de Salud, Ley Núm. 81 de 14 de marzo de 1912, según 

enmendada, y el Reglamento 7380 de 5 de julio de 2007 del Departamento de Salud, establecen 

claramente las medidas que puede tomar el Gobierno, a través del Secretario de Salud, ante una 

epidemia. Este Honorable Tribunal puede tomar conocimiento del Reglamento 7380 que se aprobó 
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en el 2007 conforme a la Ley Orgánica del Departamento de Salud, en respuesta a la epidemia del 

Síndrome Agudo Respiratorio Severo (SARS) desarrollado poco antes de la aprobación del 

Reglamento, y en aquel momento se contemplaron otras “enfermedades infecciosas emergentes 

[que] presentan retos sin precedentes a la salud pública de nuestros tiempos”.  Introducción al 

Reglamento Núm. 7380. Según dispone el Reglamento, es la Ley Núm. 81, según enmendada, la 

que le encomienda al Secretario de Salud “todos los asuntos relacionados a la salud, sanidad y 

beneficencia pública, y en caso de que alguna epidemia amenace la salud del país, tomará las 

medidas que juzgue necesarias para combatirla incluyendo cuarentena y aislamiento cuando lo 

estime necesario, [y] se promulga este REGLAMENTO con el propósito de establecer los 

procedimientos de cuarentena y aislamiento cuando razonablemente se estime necesario”.  Id. El 

Artículo 2 del Reglamento 7380, dispone que el propósito de la reglamentación es “establecer las 

normas y procedimientos para el aislamiento y cuarentena de personas que han sido expuestas 

o que han contraído enfermedades transmisibles que representen una amenaza a la salud 

pública.” El Artículo 4 del Reglamento define los conceptos de “cuarentena”, “aislamiento”, 

“personas sujetas a supervisión” y “enfermedades cuarentenables”.   El concepto de “enfermedad 

cuarentenables” es definido como: “cualquier condición de las siguientes (este listado no es 

taxativo): (1) Cólera, (2) Plaga, (3) Viruela, (4) Difteria, (5) Fiebre amarilla, (6) Fiebres 

Hemorrágicas (Lassa, Marburg, Ebola, Crimean Congo, South American y otras que puedan 

surgir), (7) Síndrome Respiratorio Agudo Severo o SARS (por sus siglas en inglés), (8) 

Influenza causada por un virus nuevo o re-emergente con potencial de causar una pandemia, y 

(9) Tuberculosis infecciosa.” (énfasis nuestro).  

Nótese que cuando se aprobó el Reglamento 7380 en el 2007, ya se había contemplado su 

aplicación en caso de la enfermedad del SARS, virus catalogado de alcance pandémico. El 

Reglamento dispone en su Capítulo II que “[l]os procedimientos de aislamiento y cuarentena se 

llevarán a cabo utilizando la manera menos restrictiva razonable para prevenir la diseminación 

de enfermedades contagiosas o posiblemente contagiosas a otros individuos y podrá incluir pero 

sin limitarse a, confinamiento en el hogar o en otra instalación pública o privada designada 

por la(el) Secretaria(o) de Salud.” (énfasis nuestro). Además, dispone que [e]l estado de 

aislamiento y de cuarentena deberá inmediatamente ser suspendido si un individuo no representa 

riesgo de transmitir una enfermedad contagiosa o posiblemente contagiosa a otros”.3  Como 

                                                      
3 El Capítulo III establece un procedimiento específico de aislamiento y cuarentena que puede ser ordenado mediante una orden 

temporera del Departamento de Salud o por una orden judicial.  De esta forma, el Departamento puede emitir una orden temporera 

de cuarentena o aislamiento cuando “una persona sujeta a supervisión incumpla o manifieste intención de incumplir con la orden 
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vemos, en todo caso, ante una situación de salud pública, le corresponde al Departamento de Salud, 

al amparo de la Ley Orgánica del Departamento de Salud, Ley 81 de 14 de marzo de 1912, según 

enmendada, la facultad de reglamentar para atender una epidemia.  De hecho, el Reglamento 7380 

sobre Aislamiento y Cuarentena dispone sobre el manejo de personas contagiadas, o que 

presuntamente pudieran haber estado en riesgo de contagio, más no dispone nada en relación al 

resto de la población saludable o presuntamente saludables.  Ni la Ley Orgánica ni el 

Reglamento 7380 otorga poderes al Secretario de Salud o al Gobernador de turno para ordenar una 

cuarentena o toque de queda a la población en general. Resulta claro que el Gobierno cuenta con 

herramientas válidamente aprobadas para manejar la epidemia y no hay razón para que se le 

permita al Poder Ejecutivo abrogarse unas prerrogativas que no le fueron concedidas por el Poder 

Legislativo. 

A base de este Reglamento el Departamento de Salud, publicó un Plan para la respuesta a 

los eventos que pueda generar el SARS-COV-2, así como guías no farmacológicas para establecer 

los niveles de severidad.4  En ningún momento, Puerto Rico ha tenido niveles o cantidad de casos 

positivos para decretarse una epidemia nacional conforme al Plan.  En todo momento los niveles 

de fallecimiento, hospitalización, mortalidad, se mantienen por debajo de los porcientos para tan 

siquiera catalogar el asunto como una baja-moderada. Según los reglamentos y las guías, el 

Departamento de Salud, viene facultado a establecer normas, guías y procedimientos para la 

situación que enfrente el país, y dichas guías no establecen medidas como las impuestas, y mucho 

menos recomiendan o establecen la posibilidad un toque de queda por la Gobernadora bajo ningún 

escenario.  

Finalmente, es necesario traer a la atención de este Ilustre Foro la decisión del Tribunal 

Supremo de Wisconsin, Wisconsin Legislature v. Secretary-Designee Andrea Palm, et als, Case 

No. 2020AP765-OA; 2020 WI 42. El 21 de abril de 2020, la Legislatura de Wisconsin presentó 

                                                      
de someterse voluntariamente a tratamiento, cuarentena o aislamiento prescrito por el Departamento”.  Para dicho procedimiento, 

el Artículo 2 del Capítulo III requiere que se cumpla con lo siguiente: (1) una declaración jurada del Departamento de Salud que 

acredite la creencia de que la persona incumpliría con la cuarentena o aislamiento, que ello representa una amenaza a la salud 

pública y que se tiene conocimiento personal de la condición de la persona, y (2) una certificación médica que acredite que la 

persona es sujeta a supervisión.  El Artículo 2.7 del Capítulo III establece el derecho de la persona sujeta a la orden de solicitar la 

revisión de dicha determinación tanto en el foro administrativo y judicial.  Por otro lado, el Artículo 3 dispone un procedimiento 

para que el Departamento de Salud solicite al tribunal una orden para poner bajo cuarentena o aislamiento a una persona sujeta a 

supervisión. La petición de orden debe incluir un resumen de la enfermedad, resultados de laboratorio, certificación médica, 

notificación al paciente, documentos que evidencien las gestiones para proveer tratamiento al paciente y documentos oficiales que 

ayuden a poner en condiciones al tribunal para emitir la orden.  Se require, además, una declaración jurada de un oficial del 

Departamento que acredite la condición de la persona y que a pesar de los esfuerzos el paciente se rehúsa a cumplir con el 

aislamiento o cuarentena prescrita y pone en riesgo a sus familiares y a su comunidad.  Conforme al Artículo 3.3, el tribunal 

expedirá la orden si en base a prueba clara y convincente “el Departamento demuestra que el aislamiento o cuarentena es 

razonablemente necesario para prevenir o limitar la transmisión de una enfermedad contagiosa o posiblemente contagiosa a otras 
personas.”  El tiempo de la orden de aislamiento o cuarentena “deberán estar debidamente fundamentados con evidencia 

médica y/o pruebas científicas.” 
4 http://www.salud.gov.pr/Documents/Apéndice%20D%20-%20Intervenciones%20no%20Farmacologicas.pdf 
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una Petición de Emergencia, invocando la jurisdicción original del Tribunal Supremo de dicho 

estado, solicitando se emitiera un injunction contra la Secretaria de Salud designada por el 

Gobernador quien, según se alegó, infringió la Ley de Wisconsin §227.24 (en adelante la “Ley 

227”) que regula las normas de emergencias al haber decretado la última Orden de Emergencia 

#28 el 16 de abril de 2020, pues no observó los procedimientos que dispone la Ley 227 y/o se 

excedió en sus facultades delegadas por la Ley §225.02 de Wisconsin5al decretar la Orden de 

Emergencia la cual requería que todos los ciudadanos de Wisconsin permanecieran en sus hogares, 

prohibiendo la apertura de negocios considerados no esenciales, prohibiendo los viajes no 

esenciales y criminalizando el incumplimiento de dicha norma de salud con una pena de cárcel, de 

multa, o ambas, cuando dicha criminalización se amparó, exclusivamente, en la Orden Ejecutiva 

emitida por el Gobernador declarando un estado de emergencia nacional; ello, sin la participación 

de la rama legislativa y quebrantando la separación de poderes inherente a la constitución de ese 

estado. La Corte Suprema de Wisconsin, en una decisión 4 a 3 determinó que al ser la Orden de 

Emergencia #28 una regla creada por la rama ejecutiva, de aplicación general y para atender una 

emergencia conforme lo define la Ley 227, su legalidad está supeditada a pasar por el 

procedimiento estatutario de reglamentación creado por ley. Como la Secretaria de Salud no siguió 

dicho procedimiento, la orden fue declarada no ejecutable. Así también, el Tribunal Supremo de 

Winsconsin determinó que la imposición de penas criminales requería que se siguiera el 

procedimiento estatutario de Reglamentación de conformidad con la Ley de Wisconsin, lo cual no 

sucedió. Por ende, la criminalización del incumplimiento de la Orden de Emergencia #28 era 

inválida pues no se siguieron los requisitos procesales que imponen las leyes que fueron creadas 

para el bienestar común de los ciudadanos y por ello, se determinó que la Orden de Emergencia 

#28 era ilegal, inválida e inaplicable por lo que se emitió el injunction solicitado por la 

Legislatura en contra de la Secretaria de Salud y en cuanto a la aplicación de la Orden de 

Emergencia 28. En su conclusión, la Corte Suprema de Wisconsin determinó que, en el futuro, 

cualquier Orden de aplicación general y dirigida a restringir la libertad de ciudadanos para atender 

una situación de salud debía ser aprobada por el Comité de Reglas de la Legislatura de Wisconsin 

de conformidad con las leyes que gobiernan dicho estado. Al así decidir, el Tribunal Supremo de 

Wisconsin restringió el poder de la rama ejecutiva en cuanto a decretar futuras órdenes de 

emergencia pues éstas requieren la aprobación de la mayoría de la Legislatura para que puedan 

                                                      
5 Esta Ley, al igual que la Ley Orgánica del Departamento de Salud y el Reglamento 7380, sobre Aislamiento y Cuarentena faculta 

a la Secretaria de Salud de Wisconsin a tomar medidas para controlar y suprimir las enfermedades infecciosas que puedan estar 

afectando a la población.   
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ponerse en vigor. Esto es precisamente lo que se está solicitando al Tribunal Supremo de Puerto 

Rico, que defina el alcance del poder ejecutivo ante un estado de emergencia en el cual se pretende 

limitar los derechos constitucionales de los ciudadanos sin que se haya establecido por la 

Legislatura una ley y reglamento que así lo regule.  

  El interés del Gobierno no puede eludir nuestro ordenamiento jurídico con acciones 

que a su vez violan derechos protegidos por la Constitución.  Permitir ahora que un 

Gobernador(a) por orden ejecutiva decrete toques de queda y cierre de comercios sin autoridad 

delegada por ley, violando derechos fundamentales de los ciudadanos, simplemente porque el 

gobernante “lo estime conveniente” abre la puerta a que cualquier gobernante abuse de su poder y 

pueda continuar decretando medidas restrictivas como esa bajo cualquier excusa y que se use dicho 

mecanismo con el fin ulterior de suprimir manifestaciones y el ejercicio de la libre expresión y el 

derecho de la ciudadanía a protestar, manifestarse y reclamar al gobierno reparación de agravios 

III. CONCLUSIÓN 

Es innegable que la certificación de la pregunta presentada es meritoria pues atiende un 

asunto de alto interés público pues solicita se determine la  facultad en ley que tiene el Ejecutivo 

para decretar toques de queda, mediante órdenes ejecutivas, que producen la suspensión de 

derechos fundamentales y constitucionales de la población por un tiempo prolongado sin la 

intervención  de la Rama Legislativa, lo que viola el principio de separación de poderes. 

Las Acciones de la Gobernadora tienen repercusiones profundas en los derechos humanos 

y las libertades y derechos consagrados en nuestra Constitución.  Los peticionarios no tienen otro 

remedio que recurrir al tribunal para hacer valer sus derechos, y que se reconozcan las limitaciones 

de un Gobernador, y se atiendan los asunto como en derecho proceden. 

POR TODO LO CUAL, la parte demandante muy respetuosamente solicita del Honorable 

Tribunal que reconsidere su Resolución de 2 de julio y declare HA LUGAR la Petición de 

Certificación de pregunta.  

RESPETUOSAMENTE SOMETIDA. 

En San Juan, Puerto Rico, hoy  15 de julio de 2020. 

CERTIFICAMOS que en esta fecha hemos notificado copia de este escrito a la parte 

recurrida y al TPI. 
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